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Señores Representantes:

La Comisión de Asuntos Internacionales de esta Cámara, ha
considerado y aprobado el proyecto de ley adjunto "Convenio sobre Protección
Internacional de los Adultos", aprobado el 13 de enero de 2000, en La Haya, Reino de los
Países Bajos.

Este convenio asegura la protección en situaciones
internacionales de aquellos adultos que, debido a una alteración o insuficiencia en sus
facultades personales, no están en condiciones de velar por sus intereses, resaltando
asimismo la importancia de la cooperación internacional para lograr dicho fin. El ámbito de
actuación del referido convenio es el Derecho Internacional Privado, el cual regula la
situación jurídica de las personas a nivel internacional, tanto entre particulares como entre
personas físicas y el Estado. Se destaca que este tratado ya ha sido ratificado por
Alemania, Austria, Bélgica, Chipre, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Letonia, Malta,
Mónaco, Portugal, Reino Unido, República Checa y Suiza, y cuenta con la adhesión de
Estonia. De este modo, Uruguay se convertiría en el primer país fuera de Europa en
aprobarlo, mediante un texto que consta de un Preámbulo, 59 artículos y un Anexo que
contiene la “Recomendación adoptada por la Comisión Especial de carácter diplomático
sobre protección de los adultos”, la cual incluye tres modelos de formularios: “Certificado”,
“Medidas de Protección relativas a un Adulto” e “Información sobre las Medidas de
Protección relativas a un Adulto”.

Debemos resaltar que este convenio constituye una extensión
en lo que respecta al sujeto de protección, dado que el convenio del 19 de octubre de
1996 relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la
Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de los
Niños -aprobado en Uruguay mediante la Ley Nº 18.535 del 21 de agosto de 2009-
establecía como límite de edad la mayoría de 18 años, mientras que el presente convenio
extiende el ámbito de aplicación específicamente a los adultos, mayores de esa edad.
Asimismo, la Ley General de Derecho Internacional Privado Nº 19.920 del 27 de
noviembre de 2020 regula los puntos de conexión en diversas materias, tales como la
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capacidad de ejercicio de las personas físicas (a efectos de determinar si poseen o no
dicha capacidad), la protección de los incapaces, la tutela y la curatela, cuya competencia
se rige por la ley de su domicilio y, en consonancia con ello, por la residencia habitual,
según lo previsto en sus artículos 14, 16, 20 y 21, guardando una total armonía con los
lineamientos de este Convenio.

Entre los objetivos principales del tratado se encuentran determinar el Estado cuyas
autoridades son competentes para adoptar medidas de protección sobre la persona o los
bienes del adulto, fijar la ley aplicable por estas autoridades en el ejercicio de su
competencia, establecer la ley aplicable a la representación del adulto, asegurar el
reconocimiento y la ejecución de las medidas de protección en todos los Estados
contratantes, y estructurar la cooperación necesaria entre las autoridades para alcanzar
los fines del acuerdo. En materia de aplicación práctica, el convenio abarca la
determinación de la incapacidad y el establecimiento del régimen de protección; la
colocación del adulto bajo la salvaguarda de una autoridad judicial o administrativa, o en
un centro donde se le brinde protección; la tutela, la curatela e instituciones análogas; la
designación y funciones de toda persona u organismo encargado de ocuparse de la
persona o de los bienes del adulto, así como de representarlo o asistirlo; y la
administración, conservación o disposición de su patrimonio.

Por otra parte, quedan expresamente excluidas del ámbito de aplicación del
Convenio materias como las obligaciones alimentarias; la celebración, nulidad y disolución
del matrimonio, así como la separación legal; los regímenes matrimoniales; las
sucesiones y fideicomisos (trust); la seguridad social; las medidas públicas de carácter
general en materia de salud; las sanciones adoptadas respecto a una persona como
consecuencia de infracciones penales; el derecho de asilo e inmigración; y aquellas
medidas que tengan como único objeto la salvaguardia de la seguridad pública.

En cuanto a la determinación de la competencia de los Estados contratantes, las
facultades para adoptar las medidas de protección del adulto o de sus bienes
corresponderán al lugar donde este tenga su residencia habitual. Si el adulto se traslada,
la competencia se desplazará a la nueva residencia habitual, mientras que si se trata de
un refugiado, de una persona internacionalmente displaced o si su residencia no puede
determinarse, será competente el Estado donde se encuentre. Respecto al requerimiento
de medidas a otros Estados, la autoridad competente puede solicitar a otro Estado
contratante que adopte las medidas necesarias, siempre que sea el Estado de la
nacionalidad del adulto, el de su anterior residencia habitual o el elegido por el propio
interesado, entre otros criterios admitidos.
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Con respecto a los poderes de representación, la existencia, alcance, modificación y
extinción de las facultades conferidas por un adulto para ser ejercidas cuando no esté en
condiciones de velar por sus intereses se regirán, por regla general, por la ley del Estado
de su residencia habitual, sin perjuicio de que las autoridades competentes puedan
revocarlos o modificarlos mediante la adopción de medidas de protección. Como
excepción a dicho punto de conexión, se admitirá que rija la ley del Estado de la
nacionalidad del adulto, la de su anterior residencia habitual o la del lugar donde estén
situados sus bienes, siempre que así se hubiese dispuesto de manera expresa en el
propio documento de poder.

En la misma línea, se parte del principio del reconocimiento pleno de las medidas
adoptadas por las autoridades de un Estado contratante. Sin embargo, este
reconocimiento podrá denegarse si la autoridad no se basó o no actuó de conformidad
con los criterios de competencia del Convenio; si no se escuchó al adulto en el
procedimiento judicial o administrativo; si la medida resulta manifiestamente contraria al
orden público del Estado requerido; o si es incompatible con una medida posterior
adoptada por un Estado no contratante que resultara competente.

Para dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por el Convenio, la Autoridad
Central designada será la Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional,
dependiente de la Dirección Nacional de Asuntos Constitucionales y Legales del
Ministerio de Educación y Cultura. Dicha designación será formalmente comunicada al
depositario del Convenio de manera conjunta con el depósito del respectivo instrumento
de adhesión.

Finalmente, en las disposiciones generales se regula y facilita la implementación y el
seguimiento del Convenio, garantizando estrictamente la confidencialidad de los datos e
información recabada de acuerdo con sus términos. Asimismo, se determina el momento
a partir del cual empieza a aplicarse el tratado, se busca prevenir conflictos normativos
entre diferentes convenios y se incorporan las cláusulas protocolarias habituales relativas
a la firma, entrada en vigor, adhesiones y denuncia.

En atención a todo lo expuesto, y destacando la conveniencia para la República de
suscribir instrumentos internacionales en esta materia por representar un avance
significativo en la protección de las personas mayores, la Comisión de Asuntos
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Internacionales de esta Cámara aconseja al Cuerpo la aprobación del proyecto de ley
objeto de este informe.

Sala de la Comisión, 16 de setiembre de 2026
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